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1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del sentenciado BERNARDO GARCÍA MEJÍA, contra el auto interlocutorio proferido el cuatro (4) de diciembre de 2008 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual le revocó el beneficio de la prisión domiciliaria que venía disfrutando.
2.- ANTECEDENTES 

El ciudadano BERNARDO GARCÍA MEJÍA fue sentenciado por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira mediante providencia del treinta (30) de noviembre de 2006, por la comisión de las conductas punibles de Falsedad en documento público, obtención de documento público y estafa, a una pena de cuatro (4) años de prisión, sin derecho a la suspensión condicional de la ejecución de la pena, pero acreedor al beneficio de la prisión domiciliaria que debía cumplir en su casa de habitación localizada en la Calle 19 No. 17 A 02, Barrio Belalcázar de esta ciudad, para lo cual se obligó a cumplir las obligaciones consagradas en el artículo 38 del Código Penal.
Dentro del expediente, obra la información rendida por la Dirección del Centro de Reclusión de Varones de esta ciudad, en la que se da cuenta que el día veintisiete (27) de junio de 2008 a las 10:10 de la mañana, mientras se realizaba una visita de comprobación, el personal del INPEC -Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario- no encontró en su lugar de detención domiciliaria al señor GARCÍA MEJÍA.

Ahora bien, surtido el respectivo procedimiento contemplado en el dispositivo 486 del Código de Procedimiento Penal -Ley 600 de 2000- para que el interno diera las explicaciones del caso, a través de su apoderado judicial, argumentó que su ausencia del lugar de reclusión domiciliaria se debía a la necesidad de asistir a una cita con su médico tratante el doctor JAIME ALBERTO GONZÁLEZ DÍAZ, profesional de la medicina que reside en la ciudad de Armenia (Qdío.) y solamente visita a Pereira en fechas muy puntuales; empero, no logró que el citado galeno lo atendiera. Ello por cuanto en relación con la enfermedad de leucemia mieloide aguda que padece, debió acudir a un control médico. 
Por parte del juzgado que vigila la ejecución de la pena impuesta, se practicaron los medios probatorios que se estimaron pertinentes, entre ellos, la declaración del médico tratante y una valoración al sentenciado, practicada por el Instituto de Medicina Legal, con la finalidad de establecer alguna incompatibilidad de la vida en prisión formal de cara a la enfermedad que alegaba padecer el señor GARCÍA MEJÍA.
3.- PROVIDENCIA
Al entrar a definir de fondo el asunto, el señor juez ejecutor de la pena concluyó que la ausencia del sentenciado de su lugar de reclusión domiciliaria no tenía justificación y, por ende, ante la falta de cumplimiento de las obligaciones que se había comprometido a acatar no había otra alternativa que revocar el beneficio que disfrutaba y disponer que siguiera descontando la sanción en el centro de reclusión.

Para arribar a esa determinación, tuvo en cuenta lo sostenido por el médico tratante, doctor JAIME ALBERTO GONZÁLEZ DÍAZ, quien afirmó que para el día veintisiete (27) de junio de 2008 no realizó ninguna consulta en la ciudad de Pereira, que para la atención de los pacientes se requería cita previa, y que además, en caso de necesidad se debía acudir al servicio de urgencias de cada EPS. De otro lado, este mismo profesional aclaró que luego de recibido el reporte de patología se descartó la patología de leucemia mieloide aguda y se sugirió que se tratase de un cuadro de deficiencia vitamínica.
Por su parte, el examen médico legal practicado al sentenciado, permitió concluir que no tenía signos que indicaran el padecer una enfermedad activa.

En ese orden de ideas, desestimó la explicación vertida por el sentenciado, en tanto había quedado debidamente demostrado que no era cierto que para la fecha en comento el citado galeno hubiera atendido pacientes en esta ciudad, sino que además, para cualquier valoración a practicarse en su consultorio debía contarse con cita previa. Por tanto, no podía darse crédito a la pretendida justificación de haber tenido que salir de su lugar de reclusión domiciliaria dado su grave estado de salud, situación que por demás, también había sido desvirtuada no solamente con la versión del médico tratante sino de la valoración médico legal obtenida.   

4.-  RECURSO

El togado que en este trámite defiende los intereses del señor GARCÍA MEJÍA, sostiene que su prohijado nunca y de manera voluntaria ha pretendido evadir el cumplimiento de su condena o faltar al beneficio de la ejecución domiciliaria que se le otorgó, como de manera equivocada lo entiende el juzgado de primer grado.
Sobre las discrepancias encontradas, el profesional del derecho explica que a pesar de no haber estado el médico tratante en consulta en esta ciudad para el día veintisiete (27) de junio de 2008, su cliente, por motivos de salud que solamente siente él, se presentó en el consultorio de Oncólogos de Occidente donde atiende de manera regular el citado galeno, con el fin de ver si éste lo podría atender, dado que de manera casi regular en tales fechas el médico asistía a la ciudad de Pereira para consulta ya que reside en Armenia (Qdío.). La señorita ANA MILENA le manifestó a su prohijado que lo más probable era que en esa fecha el médico estaría en Pereira y por tanto, este hecho motivó la salida del señor GARCÍA MEJÍA de su residencia, en especial, debido a que por lo regular el médico atiende los días viernes y precisamente el día veintisiete (27) de junio era viernes.

Hace también alusión el apelante, al hecho de haberle sido manifestado vía telefónica a su mandante por parte del Dragoneante o Cabo DÍAZ del INPEC, que podía salir cuando médicamente lo necesitara, por ser urgente y no localizarlo a él para el permiso.

Aduce también el letrado que durante el tiempo en que ha permanecido el sentenciado gozando del beneficio concedido siempre demostró buen comportamiento y adecuado manejo de su detención y llama la atención sobre su edad de 67 años, en no ser una persona peligrosa para la sociedad y no tener vicios que le impidan su permanencia en la casa. Así mismo, que otro medico, el doctor JUAN CARLOS ÁNGEL, especialista en medicina ocupacional, recomienda que su poderdante debe permanecer en un sitio donde tenga paz, reposo y tranquilidad, lo que no va a tener en el hacinamiento en que viven los internos de la cárcel de Pereira.

Por último, destaca que su cliente ya tiene de la pena impuesta más de dos años cumplidos y le falta poco para su libertad condicional. Con el reconocimiento de su detención domiciliaria, no se le está dando sino un beneficio a un viejo y a su compañera, personas solas que dependen el uno del otro.

Solicita en consecuencia que se revoque el interlocutorio apelado.   
5.-  SE CONSIDERA

Es competente la Sala para pronunciarse en segunda instancia respecto del auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, al que se contrae la alzada, de conformidad con la facultad concedida en el artículo 80 de la Ley 600 de 2000 Código de Procedimiento Penal que regula el presente trámite.

Sobre el asunto propuesto a través de la apelación oportunamente interpuesta, concedida y sustentada, debe decir el Tribunal que no pueden ser de recibo los argumentos vertidos en la pretensión de desestabilizar la decisión mediante la cual se revocó el beneficio de la prisión domiciliaria que le fue concedida por el Juez de Conocimiento al sentenciado BERNARDO GARCÍA MEJÍA. Y no pueden ser aceptados, por cuanto los planteamientos hechos por el profesional del derecho pretenden presentar su parcial punto de vista sobre lo acaecido en relación con un hecho irrefutable cual es la ausencia comprobada del sentenciado del lugar domiciliario de reclusión que se le asignó.
Un correcto entendimiento de la figura, implica el estricto cumplimiento de las obligaciones adquiridas al iniciar su disfrute, las que para el presente evento aparecen consignadas en el acta que el señor GARCÍA MEJÍA firmó el día treinta (30) de abril de 2007 -fl. 34- donde claramente está consignado el específico deber de permanecer en su domicilio. Por manera que lo único que se exigía del interno era su estadía en la residencia escogida como sitio de reclusión.
Infortunadamente para sus intereses, la foliatura da cuenta del hecho de haber sido inferior el sentenciado al compromiso adquirido, lo que se materializó con la efectiva constatación de haber abandonado su residencia el día veintisiete (27) de junio de 2008. Ahora bien, la excusa presentada para justificar ese comportamiento irregular, se ha desmoronado en tanto el médico que supuestamente iba a tratar al señor GARCÍA MEJÍA,  compareció al proceso para manifestar bajo la gravedad del juramento que en esa fecha no atendió ninguna consulta en la ciudad de Pereira o que se hubieran hecho gestiones tendientes a la obtención de la cita médica.

En ese orden de ideas, los razonamientos que presenta el apoderado del sentenciado, en nada desvirtúan las conclusiones a las que llegó el señor juez de instancia, en tanto a partir de los medios probatorios existentes, coligió que no era aceptable la explicación vertida y, por tanto, no había razón válida que justificara la ausencia del sentenciado de su lugar de reclusión.

Valga la pena entonces, recalcar que el hecho de disfrutarse del beneficio de la casa por cárcel, en nada cambia las circunstancias intrínsecas de la privación efectiva de la libertad, por cuanto lo único que se muta es el rigor del centro de internamiento para permitir que el condenado descuente la pena rodeado de un ambiente familiar; empero, ello no puede significar que se desconozcan las restricciones obvias del sustituto y que el obligado pueda salir de la morada cuando sea su voluntad.
Es evidente entonces, que el sentenciado era conocedor de su situación jurídica y de los deberes impuestos, razón por la cual arriesgó el beneficio con una salida que para la Sala no tiene justificación alguna, máxime cuando el pretendido objeto de atención médica en primer lugar no se concretó y, además, se demostró que en la fecha anotada no era posible que el médico lo examinara porque no se había hecho gestión alguna al respecto; pero adicionalmente, para ese veintisiete (27) de junio del año anterior, el referido especialista no atendió a ningún paciente en esta ciudad.
Contrario a lo sostenido en el recurso, el sentenciado sabía que este tipo de permisos debían ser solicitados al juzgado que vigila el cumplimiento de la pena, así se desprende por ejemplo de los varios autos proferidos en los meses de mayo y junio de 2007, en los que de conformidad con la naturaleza de los pedimentos, se le concedía o no la autorización para salir de su lugar de detención, en los que particularmente se dejó consignado: “… se le recuerda al sentenciado que tiene las mismas limitaciones de permanecer en un establecimiento carcelario, por lo tanto se le concede permiso para salir de su casa únicamente con el fin de visitar al médico, para lo cual debe aportar inmediatamente prueba de su consulta”, tal como consta por ejemplo en la providencia que obra en el folio 38 de la actuación, fechada el veinticuatro (24) de mayo de 2007. Por tanto, no puede ser tampoco aceptada la alusión a una supuesta autorización por parte de un funcionario del INPEC para salir del sitio de reclusión domiciliaria, porque como se ve, esta facultad está reservada para el juzgado ejecutor de la pena.

Peor aún, mírese que el señor GARCÍA MEJÍA no era ajeno a este tipo de situaciones, como lo acontecido el día veintiuno (21) de febrero de 2008, cuando también se reportó su ausencia, lo que desencadenó un trámite similar al aquí efectuado donde al comprobarse que existía una justificación válida para ese actuar, mediante interlocutorio del primero (1º) de abril de 2008 se profirió una determinación favorable a sus intereses.

Así las cosas, ante el comprobado incumplimiento injustificado de las obligaciones inherentes a la prisión domiciliaria, el sentenciado se ha hecho acreedor a la revocatoria del beneficio y, por ende, se deberá confirmar la providencia que así lo declaró.

6.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada. 

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


   FRANCO RENGIFO MATTA

LEONEL ROGELES MORENO
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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